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PRIMER EJERCICIO DEL PROCESO SELECTIVO PARA LA FORMACIÓN DE UNA BOLSA DE 
TRABAJO DE TÉCNICO DE GESTIÓN EN EL AYUNTAMIENTO DE MAJADAHONDA 
 
 
1) Según se recoge en la Constitución Española, con respecto a la regulación de los Decretos 

Legislativos, la delegación que las Cortes Generales confiere al Gobierno: 
 

a) Podrá, a su vez, ser objeto de subdelegación cuando se trate de la elaboración de 
textos articulados y de refundir varios textos legales en uno. 

b) Podrá, a su vez, ser objeto de subdelegación cuando se trate de la elaboración de 
textos articulados. 

c) No permite la subdelegación a autoridades distintas a las que integran el 
Gobierno. 

d) Podrá, a su vez, ser objeto de subdelegación cuando se trate de refundir varios 
textos legales en uno. 

2) Según jurisprudencia del Tribunal Constitucional, Ceuta y Melilla: 
 

a) No se encuentran legitimadas para interponer recurso de 
inconstitucionalidad. 

b) Se constituyen en Ciudades Autónomas dotadas un régimen especial pero no de 
Estatuto de Autonomía 

c) Se constituyen en Ciudades Autónomas accediendo a través del procedimiento que 
se recoge en la Disposición Transitoria 5ª de la Constitución Española. 

d) Ninguna es correcta. 
 
3) ¿Puede un Juez dejar de aplicar una norma en virtud de una supuesta objeción de 

conciencia? 
 

a) Sí, motivadamente, según se recoge en el art. 120 de la Constitución Española. 
b) No, en aplicación de lo previsto en el art. 117 de la Constitución Española. 
c) Sí, si se tratara de aplicar una norma inconstitucional o claramente ilegal. 
d) Todas son falsas. 

 
4) En el curso de un proceso judicial al Juez le surge una duda sobre la inconstitucionalidad de 

una ley que debe aplicar. ¿Qué debería hacer antes de dictar su decisión definitiva? 
 

a) Deberá promover cuestión de inconstitucionalidad a fin de que el Tribunal 
Constitucional declare la nulidad o validez de la norma. 

b) No procederá el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad cuando por 
vía interpretativa sea posible la acomodación de la norma al ordenamiento 
constitucional. 

c) Son correctas A y B. 
d) Todo juez ordinario está facultado para inaplicar normas que pudiera reputar como 

inconstitucionales. 
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5) Si el Senado opone su veto a un proyecto de ley, ¿puede ser sometido al Rey para su 

sanción? 
 

a) No, hasta que el Congreso se pronuncie respecto a las enmiendas, aceptándolas o 
no por mayoría absoluta. 

b) No, sin que el Congreso ratifique el texto inicial de forma inmediata por mayoría 
simple. 

c) No, la Constitución Española no contempla la tramitación de un proyecto de ley si 
media veto por parte del Senado. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 
 

6) El derecho a la tutela judicial efectiva es un derecho fundamental recogido en el art. 24 de la 
Constitución Española. En él se indica expresamente que: (señale la incorrecta) 
 

a) Todos los españoles tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces 
y tribunales. 

b) No podrá producirse indefensión como consecuencia de la actuación de Jueces y 
Tribunales a los que acudan los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos e 
intereses legítimos. 

c) Todos tienen derecho a un proceso público sin dilaciones indebidas. 
d) Todos tienen derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa. 

 
7)  Para aprobar la reforma constitucional de un artículo contenido en el título VII, ¿de qué 

mayoría se precisa? 
 

a) Mayoría absoluta en el Congreso. 
b) Mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras. 
c) Mayoría simple en el Congreso. 
d) Mayoría absoluta de las Cámaras. 

 
8) En el inventario de bienes del Ayuntamiento de Majadahonda se reseñan, por separado, 

según su naturaleza, y se agrupan por epígrafes: 
 

a) Los derechos revertibles. 
b) Los valores mobiliarios, créditos y derechos, de carácter personal de la 

Corporación. 
c) Los bienes muebles que no tengan carácter histórico, artístico o considerable valor 

económico. 
d) Todas son correctas. 
 

9) ¿Cómo podría el Ayuntamiento de Majadahonda adquirir un bien en el que está interesado? 
(Señale la incorrecta) 

 
a) Podrá adquirirlo a título oneroso siempre que sea en el ejercicio de la 

facultad de expropiación. 
b) Podrá adquirirlo por prescripción. 
c) Podrá adquirirlo por atribución de ley. 
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d) Podrá adquirirlo por ocupación. 
 

 
10) Conforme regula la Ley de Suelo de la Comunidad de Madrid, Ley 9/2001 de 17 de julio, el 

suelo se clasifica en: 
 

a) Urbano, de Reserva Urbana, Urbanizable y Rústico. 
b) Urbano, Urbanizable Programado, Urbanizable No Programado y No Urbanizable. 
c) Urbano, Urbanizable y no Urbanizable de protección. 
d) Urbanizado y rural 

 
11) Según la Ley 9/2001 de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, si en el 

Ayuntamiento de Majadahonda un edificio amenazara ruina inminente con peligro para la 
seguridad pública la competencia para adoptar todas las medidas necesarias 
correspondería: 
 

a) al Pleno de la Corporación 
b) al Concejal de Urbanismo 
c) a la Alcaldesa Presidenta 
d) a la Comunidad Autónoma 

 
12) Según la Ley 9/2001 de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, establecer las 

determinaciones de ordenación estructurante sobre la totalidad del suelo del Municipio es 
objeto de: 
 

a) Los Estudios de Detalle y los Catálogos de bienes y Espacios protegidos. 
b) Los Planes Generales  
c) Los Planes Parciales. 
d) Los Planes Especiales. 

 
13) La ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid regula: 

 
a) La ruina urbanística y la ruina física inminente. 
b) La ruina física inminente y la ruina técnica.  
c) La ruina urbanística, la ruina técnica y la ruina económica. 
d) La ruina edificatoria y la ruina física inminente. 

 
14) Conforme se recoge en la Ley 9/2001 de 17 de Julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, 

los estudios de detalle: 
 

a) Podrán incrementar la edificabilidad. 
b) Nunca podrán delimitar espacios libres y/o viarios en los suelos edificables objeto 

de su ordenación. 
c) Podrán alterar el destino del suelo. 
d) Nunca podrán parcelar el suelo. 

 
15) En el municipio de Majadahonda se ha producido un incendio en un suelo no urbanizable de 

protección, hecho que ha ocasionado la pérdida del valor que dio lugar a su protección. La 
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Concejalía de Urbanismo está considerando la posibilidad de incluir la zona afectada en otra 
clase de suelo. ¿Puede hacerlo? 
 

a) Sí, siempre que el Plan General recoja esa previsión. 
b) No podrá incluirse ese suelo en ninguna otra clase dentro de los treinta años 

siguientes al daño sufrido. 
c) Sí, siempre que se hayan restituido los daños medioambientales. 
d) Sí, podrá incluirse ese suelo en otra clase una vez hayan transcurrido veinte años 

tras el daño sufrido, previa autorización del Consejo de Gobierno de la Comunidad 
de Madrid. 

 
16) Según se desprende de los informes técnicos emitidos por los Servicios Urbanísticos 

municipales procedería incoar procedimiento para declarar la situación de ruina legal de un 
edificio en el municipio de Majadahonda. ¿A quién corresponde realizar la declaración de 
situación legal de ruina urbanística de esta construcción? 
 

a) A la Alcaldesa-Presidenta. 
b) Al Concejal de Urbanismo. 
c) Al Pleno. 
d) Al Consejero competente en materia urbanística de la Comunidad de Madrid. 

 
17) La normativa urbanística contempla una serie de acciones u omisiones que pueden vulnerar 

o contravenir la ley y recoge algunas circunstancias modificativas de la responsabilidad. 
Entre ellas se encuentran: 
 

a) Circunstancias que agravan la responsabilidad de los culpables de una infracción 
urbanística sin perjuicio de pasar el tanto de culpa a los Tribunales. 

b) Circunstancias cuya concurrencia atenúa la responsabilidad. 
c) Las respuestas a) y b) son correctas. 
d) Las circunstancias modificativas de la responsabilidad solo se articulan legalmente 

en la Ley Orgánica 10/1995 del Código Penal. 
 
18) El obligado tributario acude al Ayuntamiento para solicitar una carta de pago sobre una 

deuda de su titularidad una vez transcurrido el periodo voluntario de pago, y antes de haber 
recibido notificación de la providencia de apremio. ¿Qué recargo del período ejecutivo tiene 
esta deuda? 
 

a) 10%. 
b) 20%. 
c)  5%. 
d) Antes de la notificación de la providencia de apremio no procede la aplicación de 
recargo alguno. 

 
19) Interrumpido el plazo de prescripción para un obligado tributario, dicho efecto se extiende: 

 
a) A todos los obligados tributarios, incluidos los responsables subsidiarios y 

solidarios. 
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b) Si la obligación es mancomunada y solo se reclama a uno de los obligados 
tributarios la parte que le corresponde, el plazo no se interrumpe para los demás. 

c) Las respuestas a) y b) son correctas. 
d) A todos los obligados tributarios excepto a los responsables subsidiarios y solidarios. 

 
20) Siguiendo el orden de prelación establecido en el art. 169 de la ley 58/2003, General 

Tributaria, ¿qué procedería a embargar antes el órgano de Recaudación? 
 

a) El vehículo del deudor. 
b) Una colección de juguetes de porcelana del siglo XIX. 
c) El sueldo. 
d) Las vacas de una granja. 

21) El poder tributario de las Entidades Locales: 
 

a) Es un poder originario. 
b) Supone que podrán establecer tributos sin limitación alguna. 
c) Es un poder derivado. 
d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 
22) Según se indica en el RDL 2/2004, el Impuesto sobre Actividades Económicas grava: 

 
a) El ejercicio, en territorio nacional, de actividades empresariales, profesionales o 

artísticas, que se ejerzan en local determinado. 
b) El ejercicio, en territorio nacional, de actividades empresariales, 

profesionales o artísticas, se hallen o no especificadas en las tarifas del 
impuesto. 

c) El ejercicio, en territorio nacional, de actividades agrícolas. 
d) El ejercicio, en territorio nacional, de actividades ganaderas dependientes, las 

forestales y las pesqueras. 
 
23) La base imponible del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza 

Urbana está constituida por: 
 

a) Por el incremento del valor de los terrenos, puesto de manifiesto en el momento del 
devengo y experimentado a lo largo de un período máximo de 15 años. 

b) Por el incremento del valor de los terrenos, puesto de manifiesto en el 
momento del devengo y experimentado a lo largo de un período máximo de 
20 años. 

c) Por el incremento del valor de los terrenos, puesto de manifiesto en el momento del 
devengo y experimentado a lo largo de un período máximo de 10 años. 

d) El Tribunal Constitucional ha declarado en Sentencia de 2021 la 
inconstitucionalidad de la base imponible del impuesto. 

 
24) El texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales dispone en relación con la 

gestión tributaria del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza 
Urbana que: 
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a) Cuando se trate de actos mortis causa los sujetos pasivos vendrán obligados a 
presentar declaración ante el ayuntamiento correspondiente en el plazo de treinta 
días hábiles. 

b) Cuando se trate de actos inter vivos los sujetos pasivos vendrán obligados a 
presentar declaración ante el ayuntamiento correspondiente en el plazo de seis 
meses prorrogables hasta un año. 

c) El impuesto nunca podrá exigirse en régimen de autoliquidación cuando se 
trate de transmisiones de terrenos. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 
 
25) ¿Tiene que solicitar la exención en el impuesto sobre bienes inmuebles el titular de un 

centro de enseñanza concertada? 
 

a) Sí, tendrá que solicitar una bonificación. 
b) No, los servicios educativos están exentos según se recoge en la ley Reguladora 

de las Haciendas Locales. 
c) Sí, para la superficie afectada a la enseñanza concertada. 
d) Solo si el centro se ha acogido totalmente al régimen de concierto educativo. 

 
26) ¿Pueden establecerse tipos de gravamen diferenciados en los bienes inmuebles urbanos? 

 
a) Sí, en los de uso residencial, atendiendo a los usos establecidos en la normativa 

catastral para la valoración de las construcciones. 
b) No, el tipo es único para todos los bienes inmuebles urbanos. 
c) Sí, atendiendo a los usos establecidos en la normativa catastral para la 

valoración de las construcciones, excepto para los de uso residencial. 
d) Todas las respuestas anteriores son falsas. 

 
27) ¿La presentación de una solicitud de aplazamiento o fraccionamiento de pago en período 

voluntario impide el comienzo del período ejecutivo? 
 

a) Sí, siempre. 
b) No. 
c) Sí, pero no el devengo del interés de demora.  
d) Sí, si ha presentado aval. 

 
28) La mercantil CÍTRICOS MANOLO, S.L., con domicilio social y fiscal en el municipio de 

Majadahonda, posee maquinaria, remolques y tractores provistos de cartilla de Inspección 
Agrícola para el desempeño de su actividad. ¿Debe abonar Impuesto de Vehículos de 
Tracción Mecánica? 

 
a) Estos vehículos gozan de la exención en el pago del tributo. 
b) Sí. 
c) Estos vehículos gozan de la exención en el pago del tributo, pero los 

interesados deben instar su concesión al tratarse de una exención rogada. 
d) No están sujetos al impuesto solo si la carga útil es inferior a 750 kg. 
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29) ¿En qué parte del expediente de aprobación del presupuesto de la Entidad Local deben 
incluirse los beneficios fiscales que las Ordenanzas Fiscales prevean? 

 
a) En el estado de gastos. 
b) No es preciso que se incluyan, dado que se trata de una previsión. 
c) Como Anexo al expediente. 
d) En las Bases de Ejecución del Presupuesto. 

30) Conforme a lo previsto en el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
los Planes y Programas de Inversión y Financiación que se unen al Presupuesto General 
como anexo al mismo: 

 
a) Serán objeto de revisión anual, añadiendo un nuevo ejercicio a sus 

previsiones. 
b) Se pueden formular por los municipios y demás entidades locales de ámbito 

territorial inferior al municipio. 
c) Pueden ser formulados por los municipios y demás entidades locales de ámbito 

supramunicipal referidos a un plazo de cuatro años, debiendo ser objeto de revisión 
cada dos años. 

d) Se dará cuenta de ellos, en su caso, al Pleno de la Corporación antes de la 
aprobación del presupuesto. 

 
31) El Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control 

interno en las entidades del Sector Público Local establece que entre los trabajos de control 
permanente no se incluirá: 

 
a) La comprobación de la planificación, gestión y situación de la tesorería. 
b) La verificación de la seguridad y fiabilidad de los sistemas informáticos que 

soportan la información económico-financiera y contable. 
c) La verificación del cumplimiento de la normativa y procedimientos aplicables a los 

aspectos de la gestión económica a los que no se extiende la función interventora. 
d) El seguimiento de la ejecución presupuestaria y verificación del cumplimiento de los 

objetivos asignados. 
 
32) El Plan Anual de Control Financiero 

 
a) Se remitirá al Pleno para su aprobación. 
b) Identifica los riesgos que el Pleno habrá de valorar. 
c) Se remitirá a la Comisión Informativa. 
d) Se remitirá al Pleno a efectos informativos. 

 
33) Dentro del ejercicio del control financiero el control de eficacia supone: 

 
a) Verificar el grado de cumplimiento de los objetivos programados de conformidad 

con el principio de seguridad jurídica.  
b) Verificar el coste de los servicios de conformidad con el principio de legalidad. 
c) Verificar el rendimiento de los servicios de conformidad con los principios de 

eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 
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d) Todas son correctas.  
 
34) Según se recoge en Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, son, entre otros, órganos del 

Tribunal de Cuentas: 
 

a) La Sección de Fiscalización y la Sección de Enjuiciamiento. 
b) La Sección de Fiscalización, la Sección de Enjuiciamiento y la Sección de Cuentas. 
c) La Sección de Fiscalización y la Sección de Cuentas. 
d) La Sección Primera, Segunda, Tercera y Cuarta. 

 
35) Según se establece en la Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba 

la estructura de los presupuestos de las entidades locales, los estados de gastos de los 
presupuestos de las entidades locales se clasificarán con los siguientes criterios: 

 
a) Por capítulo, artículo y concepto. 
b) Esta clasificación podrá ampliarse en uno o dos niveles, relativos al subconcepto y 

la partida respectivamente. 
c) A y B son correctas. 
d) Por programas, por categorías económicas y, opcionalmente, por unidades 

orgánicas. 
 
36) Según el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, la expedición de las órdenes de 
pago habrá de acomodarse al plan de disposición de fondos de la Tesorería que se 
establezca por el presidente que, en todo caso, deberá recoger la prioridad de: 

 
a) Las cuotas de los seguros sociales, prestaciones y otros gastos sociales a cargo 

del empleador. 
b) Las obligaciones contraídas en ejercicios previos. 
c) El pago de los intereses y el capital de la deuda pública de las Administraciones 

Públicas gozará de prioridad absoluta frente a cualquier otro gasto. 
d) b) y c) son correctas. 
 

37) De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1 del Código Civil, los principios generales del 
derecho se aplicarán en defecto de: 
 

a) Ley 
b) Costumbre 
c) Jurisprudencia 
d) Las respuestas a) y b) son correctas 
 

38) Conforme con lo establecido en el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, ¿Quiénes no 
estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones 
Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo?: 

 
a) Las entidades sin personalidad jurídica. 
b) Los notarios, registradores de la propiedad y mercantiles. 
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c) Los empleados de las Administraciones Públicas, para los trámites y 
actuaciones que realicen con ellas en su condición de persona física. 

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 
electrónicamente con la Administración. 

 
39) En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora, según el art. 96.5 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, se podrá adoptar la tramitación simplificada del procedimiento cuando el órgano 
competente para iniciarlo considere que, de acuerdo con su normativa reguladora:  

 
a) Existen elementos de juicio suficientes para calificar la infracción como leve. 
b) Existen elementos de juicio suficientes para calificar la infracción como grave. 
c) Existen elementos de juicio suficientes para calificar la infracción como muy grave. 
d) En los procedimientos de naturaleza sancionadora no se podrá adoptar la 

tramitación simplificada. 
 

40) Según el artículo 57 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, el órgano administrativo que inicie o tramite un 
procedimiento, cualquiera que haya sido la forma de su iniciación, podrá disponer su 
acumulación a otros con los que guarde identidad sustancial o íntima conexión, siempre que 
sea el mismo órgano quien deba tramitar y resolver el procedimiento. Contra dicho acuerdo: 

 
a) Se podrá interponer recurso de reposición. 
b) Se podrá interponer recurso extraordinario de revisión. 
c) No procederá recurso alguno. 
d) Se podrá interponer indistintamente en los plazos correspondientes recurso de 

reposición o recurso extraordinario de revisión. 
 
41) De acuerdo con el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en los procedimientos iniciados a 
solicitud de los interesados la modificación o mejora voluntarias de las solicitudes (señale la 
incorrecta): 

 
a) Podrá ser recabada por el órgano competente al solicitante. 
b) Se levantará acta sucinta de ello. 
c) Se requerirá al interesado para que en un plazo de quince días, subsane la 

falta o acompañe los documentos preceptivos. 
d) Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, 

el plazo establecido en el apartado 1 del art. 68 podrá ser ampliado 
prudencialmente, hasta cinco días. 

 
42) Conforme al artículo 5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, la falta o insuficiente acreditación de la 
representación en un procedimiento administrativo: 

 
a) No impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se 

aporte aquella o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que 
deberá conceder al efecto el órgano administrativo.  
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b) No impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se 
aporte aquella o se subsane el defecto dentro del plazo de cinco días que deberá 
conceder al efecto el órgano administrativo 

c) No impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se 
aporte aquella o se subsane el defecto dentro del plazo de 3 días hábiles que 
deberá conceder al efecto el órgano administrativo. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 
 
43) De acuerdo con el artículo 48 de la Ley 29/1998, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa, ¿en qué plazo debe enviar la Administración al Juzgado el expediente 
administrativo? 

 
a) El expediente será remitido en un plazo improrrogable de veinte días, a contar 

desde que la comunicación judicial tenga entrada en el registro general del 
órgano requerido. 

b) El expediente será remitido en un plazo improrrogable de treinta días, a contar 
desde que la comunicación judicial tenga entrada en el registro general del órgano 
requerido. 

c) El expediente será remitido en un plazo improrrogable de veinte días, a contar 
desde el día siguiente a la fecha del registro de salida del órgano judicial 
correspondiente. 

d) El expediente será remitido en un plazo improrrogable de treinta días, a contar 
desde el día siguiente a la fecha del registro de salida del órgano judicial 
correspondiente. 

 
44) Entre los principios de la potestad sancionadora regulados en la Ley 40/2015 de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público no se encuentra: 
 

a) Principio de Proporcionalidad. 
b) Principio de Responsabilidad. 
c) Principio de Igualdad. 
d) Principio de Legalidad. 

 
45) La Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público regula en su art. 8 

en cuanto a la competencia: (señale la incorrecta): 
 

a) La competencia es irrenunciable y se ejercerá por los órganos administrativos que la 
tengan atribuida como propia. 

b) La delegación de competencias, las encomiendas de gestión, la delegación de firma 
y la suplencia no suponen alteración de la titularidad de la competencia. 

c) La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos 
administrativos no podrán ser desconcentradas en otros jerárquicamente 
dependientes de aquellos. 

d) Si existiera más de un órgano inferior competente por razón de materia y territorio, la 
facultad para instruir y resolver los expedientes corresponderá al superior jerárquico 
común de estos. 

 



 

11 

 

46) El art. 42 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, establece que en caso de que un primer intento de notificación 
se haya realizado antes de las quince horas, el segundo intento deberá realizarse después 
de las quince horas y viceversa, dejando en todo caso al menos un margen de diferencia de: 

a) Dos horas entre ambos intentos de notificación. 
b) Tres horas entre ambos intentos de notificación. 
c) Cinco horas entre ambos intentos de notificación. 
d) Seis horas entre ambos intentos de notificación. 

 
47) El plazo para la interposición del recurso de reposición según el art. 124 de la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
será de: 
 

a) 2 meses si el acto fuera expreso. 
b) 2 meses si el acto fuera presunto. 
c) En cualquier momento a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo 

con su normativa específica, se produzca el acto presunto. 
d) En cualquier momento a partir del día en que, de acuerdo con su normativa 

específica, se produzca el acto presunto. 
 
48) Según el art. 21 de la Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre expropiación forzosa el 

expediente expropiatorio se inicia: 
 

a) Con la declaración de utilidad pública o del interés social del fin a que haya de 
afectarse el objeto expropiado.  

b) Con el acuerdo de necesidad de ocupación. 
c) Con la declaración de utilidad pública o interés social, previo acuerdo de la 

necesidad de ocupación de los bienes o adquisición de los derechos.  
d) Ninguna es correcta. 

 
49) Según se establece en el ET, El empresario está obligado a comunicar a la oficina pública 

de empleo, el contenido de los contratos de trabajo que celebre o las prórrogas de los 
mismos, deban o no formalizarse por escrito 

 
a) En el plazo de los quince días siguientes a su concertación y en los términos que 

reglamentariamente se determinen. 
b) En el plazo de los diez días siguientes a su concertación y en los términos que 

legalmente se determinen. 
c) En el plazo de los diez días siguientes a su concertación y en los términos 

que reglamentariamente se determinen. 
d) En el plazo de los diez días siguientes a su concertación y en los términos que 

reglamentariamente se determinen, siempre que sean contratos que deban ser 
formalizados por escrito. 

50) Según se establece en la Ley 53/1984 de Incompatibilidades del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas, el personal incluido en su ámbito de aplicación no podrá 
compatibilizar sus actividades con el desempeño de los cargos electivos siguientes: 
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a) Miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas siempre 
que no perciban retribuciones periódicas por el desempeño de la función. 

b) Miembros de las Corporaciones locales que desempeñen en las mismas 
cargos retribuidos en régimen de dedicación exclusiva. 

c) Miembros de las Corporaciones locales que desempeñen en las mismas cargos 
retribuidos en régimen de dedicación parcial. 

d) Miembros de las Corporaciones locales que no desempeñen en las mismas cargos 
retribuidos en régimen de dedicación exclusiva. 

51) Según se establece en el artículo 23 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público (TREBEP), las retribuciones básicas estarán integradas por 

a) Sueldo y trienios. 
b) Sueldo, trienios y pagas extras. 
c) Sueldo y sexenios. 
d) Sueldo, trienios y complemento de destino. 

 
52) En materia de permiso de nacimiento de hijo, el personal laboral al servicio de una Entidad 

Local se rige, según lo establecido en el TREBEP: 
 

a) Por la legislación laboral y las demás normas convencionalmente aplicables. 
b) Por el contrato de trabajo. 
c) Por lo dispuesto en el TREBEP. 
d) a) y b) son correctas. 

 
53) Según se establece en el TREBEP, ¿cuál será el número de representantes de la Junta de 

Personal en una Unidad electoral que cuente con 600 funcionarios? 
 

a) 9. 
b) 13. 
c) 21. 
d) 17. 

 
54) Según se establece en el ET, cuando un despido disciplinario sea declarado 

improcedente…: 
 

a) El empresario, en el plazo de diez días desde la notificación de la sentencia, podrá 
optar entre la readmisión del trabajador o el abono de una indemnización 
equivalente a treinta y tres días de salario por año de servicio, prorrateándose por 
meses los periodos de tiempo inferiores a un año, hasta un máximo de doce 
mensualidades. En el supuesto de no optar el empresario por la readmisión o la 
indemnización, se entiende que procede la segunda. 

b) El empresario, en el plazo de cinco días desde la notificación de la sentencia, podrá 
optar entre la readmisión del trabajador o el abono de una indemnización 
equivalente a treinta y tres días de salario por año de servicio. En el supuesto de no 
optar el empresario por la readmisión o la indemnización, se entiende que procede 
la segunda. 
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c) El empresario, en el plazo de cinco días desde la notificación de la sentencia, 
podrá optar entre la readmisión del trabajador o el abono de una 
indemnización equivalente a treinta y tres días de salario por año de servicio, 
prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores a un año, hasta 
un máximo de veinticuatro mensualidades. En el supuesto de no optar el 
empresario por la readmisión o la indemnización, se entiende que procede la 
primera. 

d) El empresario, en el plazo de diez días desde la notificación de la sentencia, podrá 
optar entre la readmisión del trabajador o el abono de una indemnización 
equivalente a treinta y tres días de salario por año de servicio, prorrateándose por 
meses los periodos de tiempo inferiores a un año, hasta un máximo de veinticuatro 
mensualidades. En el supuesto de no optar el empresario por la readmisión o la 
indemnización, se entiende que procede la primera. 

 
 

55) Según se establece en el TREBEP, el régimen de excedencias del personal laboral al 
servicio de las Administración Públicas se regirá: 

a) Por el Estatuto de los Trabajadores y por los Convenios Colectivos que les 
sean de aplicación, pudiendo estos últimos determinar la aplicación del 
régimen de excedencias regulado en el TREBEP, en lo que resulte 
compatible con el Estatuto de los Trabajadores. 

b) Por el Estatuto de los Trabajadores, por los Convenios Colectivos que les sean de 
aplicación y por el contrato de trabajo. 

c) Por el Estatuto de los Trabajadores y por los Convenios Colectivos que les sean de 
aplicación sin que puedan estos últimos determinar la aplicación del régimen de 
excedencias regulado en el TREBEP a este personal laboral. 

d) Por lo establecido en el artículo 45 del Estatuto de los Trabajadores. 
 
56) Según se establece en el ET, en los supuestos de suspensión por ejercicio de cargo público 

representativo o funciones sindicales de ámbito provincial o superior, el trabajador: 
 

a) Deberá reincorporarse en el plazo máximo de treinta días hábiles a partir de la 
cesación en el cargo o función. 

b) Deberá reincorporarse en el plazo máximo de mes a partir de la cesación en el 
cargo o función. 

c) Deberá reincorporarse en el plazo máximo de treinta días naturales a partir 
de la cesación en el cargo o función. 

d) Podrá reincorporarse en el plazo máximo de treinta días naturales a partir de la 
cesación en el cargo o función 

 
57) Según se establece en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de Riesgos 

Laborales, se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros 
de trabajo que cuenten con: 

 
a) Más de cincuenta bajadores. 
b) Cincuenta o más trabajadores. 
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c) Treinta trabajadores o más. 
d) Es obligada su constitución con independencia del número de trabajadores. 

 
58) Quedan excluidas de la obligatoriedad de la negociación, según lo establecido en el 

TREBEP, las materias siguientes (Señale la respuesta incorrecta): 
 

a) La determinación concreta de los procedimientos de acceso al empleo público. 
b) La determinación concreta de los sistemas de acceso al empleo público. 
c) La determinación de los criterios generales sobre ofertas de empleo público. 
d) La determinación concreta de los criterios de acceso al empleo público. 

  
 
 
 
 
 
 

59) Según se establece en el TREBEP:  
 

a) La pena principal o accesoria de inhabilitación especial cuando hubiere adquirido 
firmeza la sentencia que la imponga produce la pérdida de la condición de 
funcionario respecto a todos los empleos o cargos que tuviere. 

b) La pena principal o accesoria de inhabilitación especial no produce la pérdida de la 
condición de funcionario. 

c) La pena principal o accesoria de inhabilitación especial cuando hubiere 
adquirido firmeza la sentencia que la imponga produce la pérdida de la 
condición de funcionario respecto de aquellos empleos o cargos 
especificados en la sentencia. 

d) La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta cuando hubiere adquirido 
firmeza la sentencia que la imponga produce la pérdida de la condición de 
funcionario respecto de aquellos empleos o cargos especificados en la sentencia. 

 
60) Según lo preceptuado en el TREBEP, las relaciones de puestos de trabajo comprenderán, al 

menos: 
 

a) Los grupos de clasificación profesional, la denominación de los puestos, los 
cuerpos o escalas, en su caso, a que estén adscritos, los sistemas de provisión y el 
nivel de complemento de destino. 

b) Los grupos de clasificación profesional, los cuerpos o escalas, en su caso, a que 
estén adscritos los puestos, los sistemas de provisión y las retribuciones 
complementarias. 

c) Los grupos de clasificación profesional, la denominación de los puestos, los 
cuerpos o escalas, en su caso, a que estén adscritos, los sistemas de 
provisión y las retribuciones complementarias.  

d) Los grupos de clasificación profesional, la denominación de los puestos, los 
cuerpos o escalas, en su caso, a que estén adscritos, los sistemas de provisión y el 
sueldo y complemento específico.  
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61) En relación con la excedencia voluntaria por interés particular de los funcionarios de carrera, 
el TREBEP establece que: 

 
a) Obtendrán la excedencia voluntaria por interés particular cuando hayan prestado 

servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas durante un 
periodo mínimo de cinco años inmediatamente anteriores. 

b) Podrán obtener la excedencia voluntaria por interés particular cuando hayan 
prestado servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas durante 
un periodo mínimo de dos años inmediatamente anteriores.  

c) Podrán obtener la excedencia voluntaria por interés particular cuando hayan 
prestado servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas 
durante un periodo mínimo de cinco años inmediatamente anteriores. 

d) Podrán obtener la excedencia voluntaria por interés particular cuando hayan 
prestado servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas durante 
un periodo mínimo de cinco años.  

 
 
 
62) El régimen disciplinario del personal laboral al servicio de una Entidad Local se regirá: 

 
a) Por lo establecido en el convenio colectivo. 
b) Por lo establecido en el TREBEP. 
c) Por lo establecido en el ET y normas reglamentarias de desarrollo. 
d) Por la legislación laboral, en lo no previsto en el TREBEP en cuanto al 

régimen disciplinario. 
 
63) Conforme se establece en el TREBEP, la suspensión provisional como medida cautelar en 

la tramitación de un expediente disciplinario: 
 

a) No podrá exceder de 6 meses, salvo en caso de paralización del 
procedimiento imputable al interesado.  

b) No podrá exceder de 3 meses, salvo en caso de paralización del procedimiento 
imputable al interesado. 

c) No podrá exceder de 6 meses, salvo en caso de paralización del procedimiento 
imputable a la Administración. 

d) No cabe medida cautelar en la tramitación de un expediente disciplinario, salvo en 
caso de paralización del procedimiento imputable al interesado. 

 
64) El derecho de huelga de los empleados públicos: 

 
a) Se encuentra regulado en el artículo 15 del TREBEP, como un derecho de ejercicio 

individual, condicionándolo a la garantía del mantenimiento de los servicios 
esenciales de la comunidad. 

b) Se encuentra regulado en el artículo 15 del TREBEP, como un derecho 
individual que se ejerce colectivamente, condicionándolo a la garantía del 
mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. 

c) Se encuentra regulado en el artículo 15 del TREBEP, como un derecho individual 
que puede ser ejercido sin condición alguna. 
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d) Se encuentra regulado en el artículo 15 del TREBEP, como un derecho individual 
que se ejerce colectivamente, condicionándolo a la garantía del mantenimiento de 
los servicios de la comunidad. 

 
65) No se encuentra entre los principios de conducta recogidos en el artículo 54 del TREBPE: 

 
a) Mantener actualizada su formación y cualificación. 
b) Rechazar cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya 

más allá de los usos habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo 
establecido en el Código Penal. 

c) Guardar secreto de las materias clasificadas. 
d) Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea 

oficial en el territorio. 
 
 
 
 
 
 
66) En un procedimiento de concesión de servicios públicos, ¿qué sucede si, una vez 

adjudicado el contrato, la empresa concesionaria incurre en pérdidas económicas? 
 

a) La administración está obligada a compensar las pérdidas, ya que es responsable 
de la viabilidad económica del servicio. 

b) La administración puede rescindir el contrato unilateralmente sin compensación 
alguna a la empresa concesionaria. 

c) La empresa concesionaria puede solicitar la modificación del contrato para reducir 
el alcance de los servicios prestados. 

d) La administración puede revisar las tarifas para garantizar el equilibrio 
económico del contrato, pero no está obligada a compensar las pérdidas. 

 
67) En el caso de contratos del sector público, ¿qué implicaciones tiene que el contrato esté 

sujeto a regulación armonizada? 
 

a) No es necesario respetar las directivas europeas de contratación, ya que la 
normativa nacional es suficiente. 

b) Se aplica la normativa europea de contratación y las reglas de publicidad, 
procedimientos y criterios de adjudicación son más estrictos. 

c) La administración puede aplicar una mayor discrecionalidad en los procedimientos 
de adjudicación. 

d) Los contratos sujetos a regulación armonizada permiten modificar los plazos de 
ejecución sin necesidad de justificación. 

 
68) En un contrato público, ¿cuáles son las consecuencias de la declaración de incapacidad de 

un contratista por una sentencia firme? 
 

a) La declaración de incapacidad provoca la rescisión de todos los contratos 
públicos vigentes y la prohibición de licitar por un período de tiempo. 
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b) Se permite al contratista concluir los contratos en curso, pero no licitar en nuevos 
procedimientos. 

c) El contratista puede ser sancionado, pero no se pueden rescindir los contratos en 
vigor. 

d) El contratista solo podrá continuar los contratos si se compromete a subsanar las 
irregularidades que motivaron la sentencia. 

 
69) ¿Cuál es el límite cuantitativo que determina si un contrato debe someterse a un 

procedimiento abierto o puede ser tramitado mediante un procedimiento negociado sin 
publicidad? 

 
a) 100.000 euros para todos los contratos. 
b) 1.000.000 euros, independientemente de la naturaleza del contrato. 
c) 60.000 euros para contratos de servicios y 100.000 euros para contratos de 

suministro. 
d) 200.000 euros para contratos de suministro y 500.000 euros para contratos de 

obras. 
 

 
70) En un contrato de concesión de obras, ¿qué sucede si la administración decide 

unilateralmente reducir el alcance de las obras sin acuerdo del concesionario? 
 

a) El concesionario puede exigir el mantenimiento de las condiciones iniciales o 
el rescate del contrato con indemnización. 

b) El concesionario está obligado a aceptar la modificación sin derecho a 
indemnización, siempre que no supere el 50% del contrato inicial. 

c) La administración debe compensar al concesionario con una indemnización que 
cubra las inversiones no amortizadas, pero el contrato continúa. 

d) La administración puede modificar el contrato sin compensación, ya que es su 
facultad como titular del servicio público. 

 
71) En la modificación de un contrato público, ¿qué circunstancias justifican una revisión de 

precios? 
 

a) La modificación de precios debe estar expresamente prevista en el contrato 
y se justifica solo por la variación de precios de referencia en el mercado. 

b) Exclusivamente el incremento del coste de los materiales utilizados en la ejecución 
del contrato. 

c) Solo las modificaciones sustanciales del contrato que supongan un aumento del 
50% del importe inicial. 

d) Ninguna modificación justifica una revisión de precios, ya que estos son 
inamovibles durante la ejecución del contrato. 

 
72) En un contrato administrativo de obras, ¿qué sucede si el contratista no finaliza las obras en 

el plazo previsto por causas no imputables a la administración? 
 

a) Se rescinde el contrato automáticamente, sin derecho a indemnización por parte 
del contratista. 
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b) El contratista tiene derecho a una prórroga automática del contrato por el tiempo 
equivalente al retraso acumulado. 

c) La administración puede imponer penalidades económicas al contratista, 
pero no rescindir el contrato. 

d) El contrato puede ser resuelto unilateralmente por la administración, con 
indemnización para el contratista por el trabajo realizado. 

 
73) ¿Qué sucede cuando se detecta una irregularidad grave en el Padrón Municipal respecto al 

censo de habitantes? 
 

a) El Instituto Nacional de Estadística debe revisar automáticamente el censo y 
corregirlo sin intervención del Ayuntamiento. 

b) El Ayuntamiento está obligado a corregir las irregularidades de oficio y 
comunicar los cambios al Instituto Nacional de Estadística. 

c) El Pleno del Ayuntamiento debe aprobar cualquier modificación en el censo antes 
de enviarla al Instituto Nacional de Estadística. 

d) El Ayuntamiento puede rechazar la revisión del censo si considera que las 
irregularidades son menores. 

 
74) ¿En qué situaciones puede el Pleno de un municipio delegar sus competencias en la Junta 

de Gobierno Local? 
 

a) El Pleno puede delegar cualquier competencia en la Junta de Gobierno Local, sin 
limitaciones. 

b) Las competencias de contratación y urbanismo siempre deben ser gestionadas 
directamente por el Pleno. 

c) Las competencias relacionadas con la organización interna del Ayuntamiento no 
pueden ser delegadas en ningún caso. 

d) Solo puede delegar las competencias que no estén reservadas por ley al 
Pleno, como la aprobación del presupuesto. 

 
75) ¿Qué tipo de información está sujeta a la obligación de publicidad activa por parte de las 

administraciones públicas? 
 

a) Solo aquella que soliciten expresamente los ciudadanos mediante peticiones 
formales. 

b) Solo la información que afecte a la protección de datos personales y a la seguridad 
pública. 

c) Toda aquella información relativa a contratos, subvenciones, y gastos 
públicos, independientemente de su relevancia. 

d) Únicamente aquella que no comprometa la confidencialidad o seguridad de la 
administración 

76) ¿Qué principio básico rige el tratamiento de datos personales, según la normativa europea 
de protección de datos? 

a) El principio de integridad y confidencialidad. 
b) El principio de minimización de datos. 
c) El principio de equidad y proporcionalidad. 
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d) El principio de transparencia en el uso de los datos. 
 
77) Dentro del conjunto de potestades de autotutela administrativa que rige para los bienes 

patrimoniales de las Entidades locales, no se encuentra: 
 

a) El desahucio administrativo. 
b) El reintegro posesorio en cualquier momento. 
c) El deslinde. 
d) La facultad de investigación. 

 
78) En un procedimiento abierto simplificado, ¿qué ocurre si un licitador no presenta la garantía 

provisional exigida en los pliegos de condiciones? 
 

a) Se le concede un plazo adicional de 10 días hábiles para subsanar la omisión. 
b) La administración puede optar por requerir la garantía más adelante en el 

procedimiento, si el licitador es seleccionado. 
c) Se considera automáticamente excluido del procedimiento de licitación. 
d) Se procede a la adjudicación provisional al siguiente licitador mejor clasificado. 

 
79) ¿Qué diferencia principal existe entre un contrato de concesión de servicios y un contrato de 

servicios en la administración pública? 
 

a) En el contrato de concesión de servicios, el contratista recibe un precio fijo por el 
servicio, mientras que en el contrato de servicios, el contratista asume el riesgo 
económico. 

b) En el contrato de concesión de servicios, el concesionario asume el riesgo 
económico de la operación, mientras que en el contrato de servicios, la 
administración paga directamente al contratista. 

c) En ambos tipos de contratos, la administración asume todo el riesgo económico, 
siendo la diferencia únicamente en la duración del contrato. 

d) En el contrato de servicios, el contratista puede explotar directamente el servicio 
prestado al público, mientras que en la concesión, no tiene esta facultad. 

 
80) La Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público regula en su art. 51 

que los convenios se extinguen por incurrir en causa de resolución siendo estas: (señale la 
incorrecta): 
 

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la prórroga 
del mismo. 

b) El acuerdo de la mayoría de los firmantes. 
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de alguno 

de los firmantes. 
d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio. 

 
PREGUNTAS DE RESERVA: 

 
1) Según el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, el devengo de la 

tasa podrá producirse: 
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a. Cuando concluya el uso privativo o el aprovechamiento especial, o cuando termine 

la prestación del servicio o la realización de la actividad. 
b. Cuando se inicie el uso privativo o el aprovechamiento especial, o cuando se inicie 

la prestación del servicio o la realización de la actividad, aunque en ambos casos 
se exige el depósito previo de su importe total o parcial. 

c. Cuando se inicie el uso privativo o el aprovechamiento especial, o cuando se inicie 
la prestación del servicio o la realización de la actividad, sin que pueda exigirse el 
depósito previo de su importe total o parcial. 

d. El 1 de enero de cada año, cuando la naturaleza material de la tasa exija el 
devengo periódico de ésta, y así se determine en la correspondiente 
ordenanza fiscal. 

 
2) ¿En qué supuestos puede un ciudadano ejercer el derecho de portabilidad de sus datos 

personales? 
 

a. Cuando los datos se hayan recogido en el marco de una investigación pública. 
b. En cualquier situación donde los datos hayan sido facilitados por un tercero. 
c. Cuando los datos se hayan recogido en el ámbito de una relación contractual 

y el tratamiento se realice por medios automatizados. 
d. Cuando el tratamiento de los datos se realiza de forma manual y no automatizada. 

 
3) Respecto de las transferencias de crédito, señala el texto refundido de la Ley Reguladora de 

las Haciendas Locales, que estarán sujetas a los siguientes límites objetivos: 
 

a. Las trasferencias de crédito pueden afectar a los créditos extraordinarios 
concedidos durante el ejercicio. 

b. Mediante trasferencias de crédito se podrán minorar créditos que hayan sido 
incrementados con suplementos de créditos, salvo cuando afecten a créditos de 
personal. 

c. No incrementarán créditos que como consecuencia de otras transferencias 
hayan sido objeto de minoración, salvo cuando afecten a créditos de 
personal. 

d. No podrán realizarse transferencias de crédito cuando se refieran a programas de 
imprevistos y funciones no clasificadas. 

 
4) La ley 7/1985 de 2 de abril reguladora de las Bases de Régimen Local hace referencia en 

sus art. 79 y 80 a los bienes comunales, pero ¿qué norma regula específicamente los bienes 
comunales? 
 

a. El Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, que se refiere a los bienes 
comunales como una categoría exclusiva de las entidades locales. 

b. La Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones 
Públicas, norma básica, de aplicación a todas las Administraciones Públicas, que 
se refiere a los bienes comunales como una categoría exclusiva de las entidades 
locales. 
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c. Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la Comunidad de Madrid que se 
refiere a los bienes comunales como una categoría exclusiva de las entidades 
locales. 

d. En todas las anteriores se hace mención específica de los bienes comunales como 
una categoría exclusiva de las entidades locales. 

 
5) El Reglamento parlamentario de la Asamblea legislativa de la Comunidad Autónoma de 

Madrid es expresión de: 
 

a. Su autonomía de gobierno. 
b. Su autonomía normativa. 
c. Su autonomía administrativa. 
d. Su autonomía presupuestaria. 

 
 


